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En Buenos Aires, a los 17 días del mes de octubre de dos mil veintidós, se reúnen en la 

Sala de Acuerdos los Señores Jueces de Cámara, con la asistencia del Señor 

Prosecretario de Cámara, para entender en los autos caratulados “A. D. P. C/ ASSIST 

CARD ARGENTINA S.A. DE SERVICIOS S/  

ORDINARIO” (Registro de Cámara n° 26271/2017), originarios del Juzgado del Fuero Nro. 

14, Secretaría Nro. 27, en los cuales, como consecuencia del sorteo practicado de acuerdo 

con lo establecido en el art. 268 C.P.C.C.N., resultó que debía votarse en el siguiente 

orden: Doctor Héctor Osvaldo Chómer (Vocalía N° 1), Doctor Alfredo Arturo Kölliker Frers 

(Vocalía N° 2) y Doctora María Elsa Uzal (Vocalía N° 3). 

En estas condiciones, estudiados los autos, se planteó la siguiente cuestión a 

resolver: ¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada? 

A la cuestión propuesta el Señor Juez de Cámara Doctor Héctor Osvaldo 

Chómer dijo: 

I. Los hechos del caso. 

1.) En fs. 40/50 se presentó A. D. P. e inició formal  

demanda contra Assist Card Argentina S.A. de Servicios -en adelante, Assist Card-, 

reclamándole el reintegro de la suma de U$S3.450 con más la suma de U$S1.000 que 

estimó en concepto de multa por daño punitivo, adicionado a los intereses y las costas 

del proceso.  

En respaldo de su pretensión, comenzó explicando el actor que, en el  

marco de un viaje a Estados Unidos, contrató el servicio de asistencia médica al viajero 

ofrecido por la accionada, con la finalidad de que cubriese los eventuales problemas de 

salud que pudiera sufrir tanto él como su grupo familiar.  

Narró que, una vez contratado el servicio y ya en el curso del viaje  

programado –más específicamente, con fecha 27/06/2016-, su cónyuge, S. M. F., sufrió 

una severa torcedura de rodilla, a raíz de una caída en la vía pública. Manifestó que, al 

notar que la rodilla de su mujer se encontraba con líquido acumulado y que presentaba 

gran dolor, se dirigió a donde se hallaba el personal del hotel donde se hospedaban para 

que efectuaran una comunicación urgente con Assist Card, haciéndose presente, al poco 

tiempo, un servicio de asistencia médica denominado “NYC Physician Housecalls”, 

concurriendo el Dr. E. B. en representación de tal asistencia médica.  

Sostuvo que aquel médico debió efectuar, en el acto, un tratamiento de  

extracción de líquido sinovial de la rodilla de su cónyuge, realizándole no menos de quince 

punciones e indicándole reposo absoluto y la ingesta de antiinflamatorios y calmantes. 

Indicó que, con motivo de la atención efectuada y lo compra de 

medicamentos, debió abonar la suma de U$S3.750 que pagó con su tarjeta visa emitida 

por el BBVA Francés. 
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Adujo que, de modo inmediato, se puso en contacto telefónico con  Assist 

Card a los efectos de consultarle sobre el reintegro de lo abonado, momento en el que el 

representante de la aseguradora le manifestó que no iba a tener inconvenientes pues sólo 

debía presentar la documentación que avalara el tratamiento médico y el comprobante 

de pago de la suma erogada, asignándole, por último, el número de identificación 

“1DBFA50”. 

Postuló que, una vez en Buenos Aires, con fecha 18/07/2016, presentó  

toda la documentación solicitada, sin embargo, el día 23/08/2016 Assist Card le comunicó 

que sólo autorizaba la devolución de U$S300, aduciendo que el restante reintegro 

solicitado excedía los aranceles y tarifas vigentes de sus proveedores en Estados Unidos.  

Aseveró el accionante que la respuesta brindada por la aseguradora  

evidenciaba el ostensible incumplimiento del contrato pactado, pues, conforme aquel 

instrumento, se hallaba obligada a reintegrar el 100% de los gastos médicos irrogados y 

acreditados. 

Requirió, en base a lo acontecido y bajo el amparo de las normas  

protectorias del derecho del consumidor, el reintegro de U$S 3.450 –detrayendo la suma 

de U$S 300 abonada y reconocido por la demandada- y la aplicación de una multa en los 

términos del art. 52 de la LDC, que estimó en U$S 1.000. 

 2.) Corrido el pertinente traslado de ley, la accionada Assist Card  

compareció al juicio en fs. 102/109 y contestó la demanda incoada, solicitando su 

rechazo, con costas. En ese orden, tras efectuar una pormenorizada negativa de los 

extremos invocados por el accionante en su demanda, brindó su propia versión de los 

hechos. 

La demandada comenzó advirtiendo que el actor recién se puso en  

contacto con Assist Card luego de procurarse por sí mismo la asistencia médica, 

remarcando el hecho de que el médico que atendió a la cónyuge del Sr. A. no fue enviado 

por su parte.  

Explicó que, tal como surge del capítulo primero de las condiciones  

generales agregadas por el propio actor, toda eventualidad médica debía ser comunicada 

a la compañía para que ésta pudiera coordinar la asistencia necesaria, de acuerdo al caso. 

Advirtió que, por otro lado, surge contemplado en el capítulo cuarto de las condiciones 

generales que, para el supuesto de que no sea posible recurrir en primer término a Assist 

Card y el viajero se procure una autoasistencia, los reintegros no podían exceder los 

aranceles y tarifas vigentes de sus proveedores. 

Manifestó que la compañía tiene acuerdos con diversos hospitales y 
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profesionales médicos en todo el mundo, con quienes acordó un precio que suele ser 

diverso al cobrado, en general, por aquéllos que no cuentan con ningún tipo de cobertura. 

Señaló, en ese contexto, que con fecha 23/08/16 comunicó al actor que  

los supuestos gastos asumidos excedieron de modo holgado los topes de cobertura, de 

modo que el único reintegro posible era el de U$S300 de idéntica atención médica que 

aquella proporcionada por los prestadores de Assist Card. 

Consideró, por los motivos expuestos, improcedente el reclamo efectuado  

por el demandante. Ofreció prueba en sustento de su defensa.  

 3.) Abierta la causa a prueba y producidas las ofrecidas del modo que se  

dio cuenta en fs. 261, se pusieron los autos para alegar, habiendo hecho uso de tal 

derecho tanto la parte actora –véase presentación de fs. 267/268- como la demandada -

véase la pieza que luce agregada en fs. 269/270-, dictándose finalmente sentencia 

definitiva con fecha 27/12/21. 

II. LA SENTENCIA APELADA  

El precedentemente aludido fallo de primera instancia hizo lugar  

parcialmente a la demanda deducida por el accionante y, como consecuencia de ello, 

condenó a la demandada Assist Card a abonar a A. D. P. la suma de U$S 3.450, con 

intereses desde el 3/08/2016 hasta el efectivo pago, a una tasa anual del 7%. Impuso las 

costas del juicio a cargo de la demandada, en su condición de parte vencida. 

Para así decidir, el a quo comenzó señalando que no se encontraba  

controvertido que los contendientes se relacionaron mediante un contrato de asistencia 

al viajero y que cuando un particular se vincula con tal servicio, la empresa tiene para con 

él una obligación tácita de seguridad, la cual se encuentra comprendida en el contrato 

asistencial, teniendo, por regla, carácter integral y abarcativo de todo el viaje del 

beneficiario. Indicó, asimismo, que resultan aplicables al sub lite las normas tuitivas del 

derecho del consumo. 

Consideró, en ese marco, que estaba fuera de discusión que la esposa del  

actor, estando de viaje en Estados Unidos, sufrió un accidente que afectó su rodilla y 

requirió la atención médica que le fue brindada por el Dr. E. B. abonando U$S3.750.  

Refirió que ello está avalado por la documentación anejada, que también  

fue entregada a la demandada (y no mereció cuestionamiento alguno) en oportunidad de 

solicitar el reintegro de los gastos y, además, obraba en fs. 110 la contestación de oficio 

de Banco Francés que daba cuenta de que el actor abonó la suma indicada anteriormente 

mediante su tarjeta de crédito, brindando igual información Prisma Medios de Pago, 

como administradora del sistema.  

Manifestó que Assist Card no desconoció los gastos médicos en los que 
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incurrió el accionante ni controvirtió la necesidad y pertinencia de la práctica médica y los 

medicamentos recetados, desde que admitió el reembolso, bien que por un monto 

inferior al pretendido, justificado su postura únicamente en que se habría cobrada un 

monto mayor al estipulado por sus propios prestadores.  

Expuso que, de lo anterior, también se desprende necesariamente y sin  

perjuicio de la negativa efectuada al contestar la demanda, que la naturaleza de la 

emergencia médica impidió al actor contactarse con la accionada antes de solicitar la 

asistencia, pues de lo contrario no se habría admitido devolución alguna.  

Destacó que el dependiente de la demandada, Raúl González, en la  

conversación telefónica con el actor -acompañada por el perito informático- reconoció 

precisamente que el accidente sufrido “no dio tiempo” para contactar previamente a 

Assist Card, por lo que explicó que la aseguradora revisaría “cuanto hubiera cobrado un 

profesional de la red”, lo compararía con lo pagado por A. y eventualmente autorizaría el 

reembolso.  

Sostuvo que, a priori, parecía razonable que en los casos en que la  

prestación se cumpla a través de reintegros, ellos estén limitados a lo que hubiera tenido 

que desembolsar la empresa a sus prestadores habituales, de conformidad con lo previsto 

en las condiciones generales; mas juzgó que a simple vista parecía improbable que se 

hubieran podido prestar esos servicios a tan bajo costo, máxime cuando los propios 

dependientes de Assist Card calificaron a la arthocentesis practicada como “similar a una 

cirugía” (conforme a la conversación telefónica referida). 

Resaltó que, sin perjuicio de lo anterior, indudablemente correspondía a la  

demandada acreditar cuáles eran los valores que hubiera tenido que pagar a sus 

prestadores. Sin embargo, no lo hizo, y eso sellaba la suerte favorable a la demanda.  

Precisó que nunca, ni antes ni durante el pleito, la accionada comunicó al  

consumidor cuáles eran efectivamente los costos de sus prestadores en Estados Unidos, 

lo que podría eventualmente haber justificado su postura, agregando que incluso fue el 

accionante quien ofreció la prueba pericial contable y entre los puntos de pericia pidió 

concretamente que el experto, examinando la documentación de la demandada, informe 

“si existe algún registro o listado de tarifas vigentes” y “a cuánto ascendería el costo de la 

práctica realizada…de acuerdo a los proveedores de ASSIST CARD” empero, destacó que 

el perito no pudo brindar la información requerida pues no se pusieron a su disposición 

listados de proveedores o tarifas vigentes. 

Señaló que, conforme a lo dispuesto por el artículo 53 de la ley 24.240,  
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los proveedores tienen la carga de aportar al proceso todos los elementos de prueba que 

obran en su poder, en orden a las características del bien o servicio, prestando la 

colaboración necesaria para el esclarecimiento de la cuestión debatida en juicio. 

Por esas razones, juzgó que la demanda resultaba admisible por el 

reintegro de U$S 3.450, con más los intereses a calcularse desde el 3/08/16 (ponderando 

la fecha hasta la cual tenía tiempo la demandada para efectivizar el reintegro) a una tasa 

anual del 7%. 

Recordó, en orden a ello, que cuando -como en el caso- el capital que se  

reclama ha sido expresado en dólares estadounidenses, frente a la inexistencia de 

parámetros oficiales, una solución que resguardaba en debida forma la posición de ambas 

partes es reconocer una tasa pura anual por tal concepto. 

Expresó que no desconocía las brechas existentes entre la actual  

cotización del dólar en el mercado oficial y otros datos económicos que usualmente se 

presentan al público como expresivos de equivalencias cambiarías, vgr. el llamado “dólar 

MEP o bolsa”, el dólar vinculado a la operación denominada “contado con liquidación”, el 

“dólar linked”, etc. 

Expuso, con fundamento en jurisprudencia análoga a la materia, que la  

demandada podía cancelar su obligación determinada en dólares estadounidenses, en 

esa moneda (dólar billete) o en pesos conforme a la paridad del tipo de cambio oficial, 

adicionando el importe que corresponda al “impuesto país" (30%) y a la “percepción AFIP” 

(35 %).  

Para finalizar, juzgó que no correspondía aplicar, en este caso, la multa  

civil pretendida pues no se encontraban configurados los recaudos de admisibilidad 

necesarios para aplicar la referida multa en concepto de daño punitivo. 

III. LOS AGRAVIOS 

Contra el pronunciamiento se alzó únicamente Assist Card, quien fundó  

su recurso mediante el memorial de fecha 03/08/22, siendo replicado por el demandante 

a través de la presentación de fecha 08/08/22. 

La recurrente se agravió de que la sentencia apelada la condenase a  

abonar la suma de U$S3.450 pese a que el actor no acreditó haber desembolsado tal suma 

y en la moneda expresada en el fallo. 

Explicó que el actor contrató un servicio que no incluía la prestación  

reclamada, en razón de que el accionante escogió inapropiadamente autoasistirse, sin 

recibir la previa orientación de los representantes de Assist Card. Indicó, a raíz de ello, 

que el proceder del actor sólo lo autorizó a percibir el costo que le hubiera generado a la 

compañía dicha atención, de acuerdo a los valores de sus prestadores. En ese orden, 
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consideró satisfecha la cobertura pactada, conforme el valor reembolsado que dio cuenta 

la pericia contable. 

Aseveró que de las respuestas informativas, a partir de los cuales la  

sentencia tuvo por acreditado el desembolso del actor, no dan cuenta, en verdad, del 

pago efectuado, desde que sólo muestran el detalle de los consumos del Sr. A. mediante 

una tarjeta de crédito. Entendió, por lo tanto, que no se demostró -con tales elementos- 

el efectivo pago y que se hubiera efectuado, además, en moneda extranjera. 

Agregó que la ley 27.541 -impuesto país- fue promulgada el 21/12/19 y la 

Resolución General N°4815 entró en vigencia el 16/09/20, destacando que el consumo de 

U$S3.750 data en el resumen de junio de 2016, momento en el que no existían las 

restricciones mencionadas en el fallo. Expresó que las partes acordaron que cualquier 

obligación en moneda extranjera se liquidaría de acuerdo a la cotización del día de pago 

informada por el Banco de la Nación Argentina, cláusula que –destacó- no fue cuestionada 

por el accionante. 

Concluyó en que el Sr. A., en el mejor de los casos, abonó en pesos  

a la cotización oficial, razón por la que no resultaba procedente la condena en dólares, 

sumando el 30% y el 35% como lo estableció el a quo. 

Propició, en base a las argumentaciones aludidas, la revocación de  

sentencia, con la consecuente modificación en la imposición de costas. 

IV. LA SOLUCIÓN PROPUESTA 

(1.) Thema decidendi. 

Dado el contenido asignado en el recurso, el thema decidendi en esta 

Alzada consiste en determinar si fue correcto endilgarle responsabilidad a la demandada 

por el presunto incumplimiento de las obligaciones a su cargo emanadas del contrato de 

asistencia al viajero celebrado con A. D. P., en orden a lo cual deberá establecerse la 

procedencia -o no- del reintegro en concepto de reembolso por gastos médicos y -de 

corresponder- la moneda y la forma de pago que también aparece cuestionada. 

A ello me abocaré seguidamente, no sin antes aclarar que, al no estar  

obligados los jueces a explorar todos y cada uno de los planteos de las partes -pues basta 

con que lo hagan respecto de los que consideren esenciales y decisivos para el fallo de la 

causa- únicamente se analizaran aquellos argumentos idóneos para incidir en la decisión 

final del pleito (cfr. CSJN, 13.11.1986, in re “Altamirano Ramón c/ Comisión Nacional de 

Energía Atómica s/ ordinario”; idem, 12.02.1987, in re “Soñes, Raúl c/ Administración 

Nacional de Aduanas”; bis idem, 06.10.1987, in re “Pons, María y otro”; ter idem, 

15.09.1989, in re “Stancato, Carmelo”, entre muchos otros; en igual sentido, esta 
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CNCom., esta Sala A, 14.07.2010, in re “Cabrera, Mercedes Ester c/ General Electric 

International Inc. y otros”). 

Igualmente recuerdo que no es deber de los magistrados analizar en sus  

fallos todas las pruebas producidas, sino aquellas que se estimen conducentes para 

resolver el conflicto (Fallos 280:3201; 144:611), razón por la cual me inclinaré por las 

jurídicamente relevantes o singularmente trascendentes (cfr. esta CNCom., esta Sala A, 

09.11.2010, in re “Emagny S.A. c/ Got S.R.L. y otro”). 

(2.) La cobertura médica en el marco de asistencia al viajero que  

vinculó a los litigantes. 

Liminarmente, cuadra destacar que no resultaron cuestiones  

controvertidas en autos que las partes se vincularon a través de un contrato de asistencia 

al viajero con cobertura para el accionante y su grupo familiar y que, mientras éstos se 

encontraban de viaje en Estados Unidos -más precisamente el día 27/06/16- la cónyuge 

del accionante, S. M. F., sufrió un accidente en la vía pública que requirió de la atención 

médica practicada por el Dr. E. B., de cuya intervención la demandada reconoció y abonó 

el reembolso de la suma de U$S 300 con fecha 13/09/16 (véase pericia contable en fs. 

171 in fine), mas no la suma restante reclamada de U$S3.450, con fundamento en que los 

reintegros no podían exceder los aranceles y tarifas vigentes de los proveedores de Assist 

Card en cada país (conforme expresó la aseguradora en la nota enviada el 23/08/16 -

copiada en fs. 22- y reconocida en la contestación de demanda en fs.105 in fine). 

Asimismo, en función de lo que aparece juzgado y no rebatido por la  

parte apelante, corresponde tener por cierto que Assist Card no comunicó al actor, ni 

antes del proceso ni durante el curso del mismo, cuáles eran los valores y tarifas de sus 

prestadores en Estados Unidos, motivo por el que ha quedado carente de acreditación la 

única justificación invocada para reducir el monto del reembolso. 

Recuérdase, que tal como sostiene autorizada doctrina y consagra el Cpr. 

377, cada parte debe probar en el juicio los hechos que sirven de base a sus pretensiones 

o excepciones, no dependiendo ya de los conceptos de actor y demandado sino de la 

situación en que se coloca el litigante en el juicio para obtener una determinada 

consecuencia jurídica (Cfr. Fenochietto, "Codigo Procesal Civil y Comercial de la Nación", 

t. 2, 1999, p. 475). 

El art. 53 de la LDC también es claro al señalar que "…los proveedores  

deberán aportar al proceso todos los elementos de prueba que obrén en su poder, 

conforme a las características del bien o servicio, prestando la colaboración necesaria 

para el esclarecimiento de la cuestión debatida en el juicio…". 

En ese marco, cabe señalar que la cláusula 4.1.D de las condiciones  

generales del contrato de asistencia al viajero que nos ocupa prevé -en lo que aquí 

interesa- que "en ningún caso los reintegros podrán exceder los aranceles y tarifas 
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vigentes de los proveedores de Assist Card en cada país, a la fecha de presentación de la 

solicitud pertinente" (véase fs. 35). 

De esta manera, resulta claro que la limitación invocada en la nota  

enviada por la demandada (fs. 22) efectivamente estaba contemplada en las condiciones 

generales del contrato de asistencia al viajero como causal que autorizaba la reducción 

del reintegro, de acuerdo a los valores vigentes de los prestadores de la aseguradora.  

Empero, no cabe duda de que era Assist Card quien debía demostrar que el gasto de la 

asistencia médica de marras excedió los aranceles y tarifas de sus propios proveedores, 

aportando -mínimamente- la información relativa a los aproximados valores de sus 

propios prestadores para una atención médica de semejanza a la recibida por la cónyuge 

del Sr. A.; mas, al no haber aportado tal revelador dato, la decisión de reducir la suma 

reembolsada aparece huérfana de toda justificación fáctica. En ese marco, la negativa de 

aquélla a afrontar los totales gastos médicos (U$S3.750) importó de modo evidente un 

incumplimiento contractual, correspondiendo -en consecuencia- rechazar los agravios de 

la emplazada bajo análisis. 

(3.) El cuestionado pago de la prestación médica. 

Ahora bien, la aseguradora recurrente sostuvo -como argumento base de  

su recurso- que el fallo apelado muestra una errónea valoración de las pruebas 

colectadas, al tener, equivocadamente, por acreditado el pago efectuado por el actor por 

la atención médica con base en las respuestas informativas del Banco BBVA y de Prisma, 

ya que –postuló- éstas sólo dan cuenta del detalle del consumo efectuado mediante 

tarjeta de crédito, mas no así del pago cancelatorio de tal resumen de cuenta. 

Frente a ello, es preciso advertir, en primer término, que el argumento por  

el cual sustenta el agravio el recurrente ahora en esta Alzada no fue propuesto al juez de 

grado, esto es, no fue cuestionado con anterioridad el pago efectuado por el actor al 

prestador médico que atendió a S. M. F. en Estados Unidos como causal impeditiva del 

reembolso, circunstancia que, prima facie, obstaría su consideración en esta instancia 

(Conf. Cpr. 277). Sin perjuicio de ello, me permitiré realizar unas breves observaciones 

sobre este aspecto, por cuanto desembocan en idéntica conclusión desestimante del 

central argumento recursivo. 

Es que, a mi juicio, la postura de la demandada en orden a desconocer  

ahora el pago por la atención médica resulta igualmente inviable, pues se presenta 

contradictoria con la primigenia aceptación del reembolso, aunque por un monto inferior. 

En efecto, no es posible soslayar que la propia demandada autorizó el reintegro de 

U$S300 en concepto de atención médica y abonó dicha suma en la cuenta del actor, por 
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lo que mal puede ahora cuestionar el pago irrogado por el Sr. A. que ella misma decidió 

reembolsar, parcialmente, pero por otro motivo disímil al que ahora invoca. 

Sabido es que, la teoría de los propios actos, obliga al sujeto a ser  

coherente y consecuente con sus acciones y, parte de la base de que la conducta 

vinculante o conducta primaria del sujeto implicado es válida y eficaz (cfr. esta CNCom., 

esta Sala A, 19.07.07, in re: “Scacciante Rosa c/ Banco Rio de la Plata S.A.”; íd., Sala B, 

12.06.95, in re: “Diners Club Argentina S.A.C. y de T. C/ Sotes Corominas  

R.M.”). En efecto, las partes no pueden contradecir en juicio sus propios actos anteriores, 

deliberados, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces; la sanción de la conducta 

contradictoria se funda en necesidad de guardar un comportamiento coherente, 

indispensable para el buen orden y desarrollo de las relaciones. 

La inadmisibilidad del venire contra factum proprium non valet se  

produce objetivamente, con prescindencia del grado de conciencia o conocimiento que 

haya tenido el agente al actuar, sino que lo decisivo es la desarmonía objetiva con el 

standard de conducta concretada. El sustrato ético de lo antedicho es innegable, en tanto 

el sistema jurídico no hace otra cosa que internalizar las pautas alusivas a la prohibición 

de violar los propios actos y está bien que así acontezca, pues los principios de la buena 

fe y la confianza tienen un componente de ética jurídica y otro que se orienta hacia la 

seguridad del tráfico y ambos son inescindibles (Verón, Alberto V, Derecho preferente, 

aportes irrevocables y abuso de la minoría, LL, AR/DOC/7498/2010). 

Bajo tal presupuesto, resulta inviable proponer la insuficiencia probatoria  

de las informativas que reconocieron el resumen de cuenta con el detalle del consumo de 

U$S 3.750 (fs. 180 y fs. 249), cuando la propia recurrente en nada cuestionó el susodicho 

pago al comunicar su decisión de afrontar el reembolso parcial de la cobertura (véase fs. 

22). 

Señalo, en último término, que el resumen de cuenta en el que surge  

detallado el gasto por la atención médica (véase fs. 173) aparece, en esencia, revelador 

de que el prestador médico (NYC Physician Housecalls) efectivamente cobró por la 

intervención efectuada a la cónyuge del asegurado, con independencia de que luego el 

resumen de cuenta hubiera sido abonado –o no- por el actor en su carácter de titular de 

la tarjeta de crédito, cuya eventual falta de pago configuraría una deuda contraída por el 

Sr. A. con el emisor de la tarjeta (ley 25.065: 2 y 44), mas no importaría, per se, una 

consecuente falta de pago al prestador médico aludido. 

Por tal motivo, en la medida de que no fue justificada en autos  

adecuadamente la reducción del reembolso cuya cobertura estaba en cabeza de la 

aseguradora de acuerdo a los términos contractuales pactados (cláusula 4.1 y 4.1.D), no 

cabe más que desestimar el agravio bajo análisis. 

 (4.) Moneda del reembolso de los gastos médicos. 
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En orden a lo expuesto, ha de confirmarse la sentencia en cuanto dispuso  

el reembolso de la suma de U$S3.450 que fuera pagada mediante tarjeta de crédito por 

el actor en dicha moneda foránea (conf. consta en el resumen de cuenta de fs.173). 

Ello, pues, lo decidido en la sentencia de grado se muestra acorde a lo  

pactado en el capítulo cuarto de las condiciones generales, en cuanto prevé, en el inc. 

4.4.D, que "todo reintegro se realizará en la misma moneda en que ésta hubiera sido 

pagada. De existir impedimento legal para efectuar los pagos en moneda extranjera, éstos 

se efectuarán en moneda local tomando como tipo de cambio el oficial vendedor del 

Banco Nación el día anterior al pago" (fs. 35). 

Respecto del valor de cotización aplicable, el a quo dispuso que la  

demandada podía cancelar su obligación determinada en dólares estadounidenses, en 

esa moneda (dólar billete) o en pesos conforme a la paridad del tipo de cambio oficial, 

adicionando el importe que corresponda al “impuesto país" (30%) y a la “percepción AFIP" 

(35 %), extremo cuestionado por la parte apelante. 

Respecto a este aspecto, corresponde advertir, en primer lugar, que la Ley 

N° 27.541 publicada en el B.O. el 23.12.2019 declaró la emergencia pública en materia 

económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y 

social y agravó, con la creación del llamado “impuesto país”, que grava las operaciones 

descriptas en los supuestos del art. 35 de esa ley -véase el Decreto reglamentario 99/ del 

27.12.2019-, la situación ya creada con el cepo cambiario que se venía arrastrando tiempo 

antes y disparó, aún más la brecha cambiaria ya existente, quedando alcanzadas dentro 

de esa brecha, la repercusión de las medidas de control de cambios adoptadas sobre el 

dólar oficial, al que los particulares sólo pueden acceder de modo restrictivo y otras 

modalidades de acceso al dólar, carácter eminentemente especulativas, como los 

llamados dólar de contado con liquidación o dólar “Bolsa” o MEP.  

Por otro lado, cabe señalar que esta Sala ya ha tenido oportunidad de  

expedirse en casos similares al de autos, en donde hubo de establecerse la conversión 

que debe aplicarse a obligaciones asumidas en dólares estadounidenses. Al respecto, se 

consideró la normativa actualmente aplicable en materia cambiaria - ley 27.541 (B.O. 23-

12-2019) y el Decreto reglamentario 99/19 – y se ponderó la necesidad de minimizar los 

perjuicios que puedan producirse para ambas partes, en este particular momento, ante 

la magnitud de la brecha existente entre los diferentes tipos de cambio, pues cabe 

recordar que ante un conflicto de intereses siempre se impone el deber de adoptar de 

buena fe las medidas razonables para evitar innecesarios perjuicios (conf. art.  1710 de 

CCCN; arg. esta CNCom, esta Sala A, 04.11.2020, “Zivel S.A. c/ Ascensores Servas S.A. s/ 

ordinario”).  
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Pues bien, en ese marco, considero que la equidad impone en el caso,  

atento las restricciones cambiarias existentes y en procura de evitar producir perjuicios a 

cualquiera de las dos partes, reconocer a la demandada la posibilidad de cancelar la deuda 

en pesos, más fijando prudencialmente el tipo de cambio a aplicar entre las varias 

alternativas a disposición en casos que no son específicos, convirtiendo dicha suma a 

moneda local, conforme el tipo de cambio oficial al que puede acceder el particular para 

hacerse de moneda extranjera en el mercado que en el régimen legal actualmente vigente 

se conoce como “dólar solidario” (Arts. 35 y 39 de la ley 27.541) -cambio oficial tipo 

vendedor que fije el BNA más un 30% del Impuesto País, según Resolución General N° 

4659/20-, sin la percepción adicional del 35%, a cuenta del Impuesto a las Ganancias y 

Bienes Personales establecidos por el BCRA reglamentados en las Resoluciones Generales 

AFIP 4815/2020 y 5232/21(véase: esta CNCom, esta Sala A, in re: “Fideicomiso de 

Recuperación Crediticia c/ Yoma Emir Fuad y otro s/ ejecutivo”, 19.10.2020, íd. íd. 

22/08/22 “Puppo, María Daniela c/ Isoldi, Héctor Fabián s/ ejecutivo”). Propongo, pues, 

la modificación parcial sobre este aspecto, permitiéndose cancelar la obligación 

incumplida de acuerdo al mencionado parámetro de cálculo. 

Por último, respecto de los réditos correspondientes a la suma de dólares  

estadounidenses, recuerdo que, al momento de establecer la tasa aplicable, los Jueces no 

se hayan sujetos a fórmulas rígidas, sino que recurren al criterio de estimación prudencial 

que debe orientar su labor en materia de daños y perjuicios –art. 165 CPCC-, debiendo, 

para ello, tener en consideración las particulares circunstancias del caso concreto bajo 

análisis. En esa inteligencia, si bien este Tribunal usualmente reconoce para operaciones 

de la naturaleza de las que se examinan una tasa de interés puro del seis por ciento (6%) 

anual, sin capitalizar, en atención a la falta de pacto expreso a considerar en la especie y 

demás circunstancias particulares del caso, recurriendo al ya mencionado criterio de 

estimación prudencial que debe orientar la labor de los magistrados (conf. art. 165 CPCC), 

estimo que la tasa del siete por ciento (7%) en dólares estadounidenses establecida en el 

pronunciamiento de grado resulta razonable, por lo he de postular su confirmación. 

(5.) Imposición de costas. 

Habida cuenta que lo hasta aquí expuesto determina la modificación       – 

aunque sea parcial- del pronunciamiento apelado, tal circunstancia hace que deba 

revisarse la forma de imposición de costas del proceso a la luz del nuevo resultado de la 

acción, en razón de que incumbe a este Tribunal expedirse sobre ese particular en orden 

a lo previsto por el artículo 279 CPCCN. 

Sabido es que en nuestro sistema procesal, los gastos del juicio deben ser  

satisfechos  –como regla– por la parte que ha resultado vencida en aquél. Ello así en la 

medida que las costas son en nuestro régimen procesal corolario del vencimiento (arts. 
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68, 69 y 558 CPCCN) y se imponen no como una sanción sino como resarcimiento de los 

gastos provocados por el litigio, gastos que deben ser reembolsados por el vencido. 

La Corte Suprema ha resuelto en reiteradas oportunidades que el art. 68 

CPCCN consagra el principio del vencimiento como rector en materia de costas, que 

encuentra su razón de ser en el hecho objetivo de la derrota: de modo que quien resulta 

vencido debe cargar con los gastos que debió realizar la contraria para obtener el 

reconocimiento de su derecho (CSJN, Fallos, 312:889, entre muchos otros). 

Es cierto que ésa es la regla general y que la ley también faculta al Juez a  

eximir de las costas al vencido, en todo o en parte, siempre que encuentre mérito para 

ello (arts. 68 y ss CPCCN). Pero ello, esto es, la imposición de las costas en el orden 

causado o su eximición –en su caso–, sólo procede en los casos en que por la naturaleza 

de la acción deducida, la forma como se trabó la litis, su resultado o en atención a la 

conducta de las partes. Su regulación, es claro, requiere un apartamiento de la regla 

general (cfr. Colombo, Carlos - Kiper, Claudio, “Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación”, T° I, p. 491). 

Ahora bien, estímase procedente señalar que, conforme se expusiera en  

considerandos anteriores, la demandada no cumplió oportunamente con las obligaciones 

que recaían sobre su cabeza, en función de la injustificada negativa de cobertura que ha 

sido juzgada en autos, obligándolo al actor a promover esta demanda, lo que amerita la 

imposición de costas a cargo de la demandada. En ese marco, se considera que 

corresponde aplicar al sub lite el principio general de la derrota que impone las costas a 

la demandada sustancialmente vencida en su recurso (art. 68 CPCC). V. Conclusión. 

Por todo lo expuesto propicio al Acuerdo: 

a) Admitir sólo parcialmente el recurso de apelación interpuesto y, en  

consecuencia, modificar la sentencia apelada en lo que respecta al valor de cotización 

aplicable, el que deberá calcular de acuerdo a los términos expuestos en la sentencia de 

grado sin la percepción adicional del 35%, a cuenta del Impuesto a las Ganancias y Bienes 

Personales establecidos por el BCRA reglamentados en las Resoluciones  

Generales AFIP 4815/2020 y 5232/21, conforme dispone el acápite (4.); 

b) Rechazar todo lo demás que fuera materia de agravios por parte de  

Assist Card Argentina S.A. de Servicios; 

c) Imponer las costas de Alzada a cargo de la recurrente dada su  

condición de vencida en esta instancia (art. 68 CPCCN). 

En los términos precedentes dejo expuesto mi voto. 

Por análogas razones, los señores Jueces de Cámara Doctor Alfredo Arturo 

Kölliker Frers y Doctora María Elsa Uzal y adhieren al voto precedente. 
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Con lo que terminó este Acuerdo. 

VI.- Por los fundamentos del Acuerdo precedente, se resuelve: 

(i.) Admitir sólo parcialmente el recurso de apelación interpuesto y, 

en  

consecuencia, modificar la sentencia apelada en lo que respecta al valor de cotización 

aplicable, el que deberá calcular de acuerdo a los términos expuestos en la sentencia de 

grado sin la percepción adicional del 35%, a cuenta del Impuesto a las Ganancias y Bienes 

Personales establecidos por el BCRA reglamentados en las Resoluciones  

Generales AFIP 4815/2020 y 5232/21, conforme dispone el acápite (4.); 

(ii.) Rechazar todo lo demás que fuera materia de agravios por parte 

de  

Assist Card Argentina S.A. de Servicios; 

(iii.) Imponer las costas de Alzada a cargo de la recurrente dada su  

condición de vencida en esta instancia (art. 68 CPCCN). 

(iv.) Notifíquese a las partes y a la Sra. Fiscal General y 

oportunamente,  

devuélvase a primera instancia; 

(v.) Oportunamente, glósese copia certificada de la presente 

sentencia al  

libro Nº 132 de Acuerdo Comerciales-Sala A; 

(vi.) A fin de cumplir con la publicidad prevista por el art. 1° de la ley 

25.856, según el Punto I.3 del Protocolo anexado a la Acordada 24/13 CSJN, hágase 

saber a las partes que la publicidad de la sentencia dada en autos se efectuará mediante 

la pertinente notificación al CIJ. 

Héctor Osvaldo Chomer 

María Elsa Uzal 

Alfredo A. Kölliker Frers 

Jorge Ariel Cardama 

Prosecretario de Cámara 


